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A Coruña, a 9 de septiembre de 2020.

HECHOS

ÚNICO.- El día 28 de agosto de 2020 se presentó en el Juzgado Decano de esta ciudad la solicitud de concurso
voluntario de la entidad mercantil SUEÑO DE HADAS MODA INFANTIL S.L.U. domiciliada en calle Marcial del
Adalid nº 17 bajo de A Coruña, CIF B-70481627, inscrita en el Registro Mercantil de A Coruña, al tomo 3577,
folio 35, hoja C-54233, inscripción 1ª.

La solicitud fue repartida a este Juzgado y registrada en él el día 2 de septiembre de 2020 con el número de
autos 352/2020.

En la solicitud se expone que la solicitante se encuentra en situación de insolvencia actual, pues no puede
cumplir puntualmente sus obligaciones y no dispone de activos sociales que permitan afrontar el pago del
pasivo. La sociedad considera que en estas circunstancias resulta inviable la continuidad de la actividad.

RAZONAMIENTOS JURIDICOS

Primero.- Este Juzgado es competente territorialmente para conocer de la solicitud de concurso voluntario a
que se refieren los antecedentes de esta resolución, por tener la deudora su domicilio social en A Coruña; está
inscrita en el Registro Mercantil de A Coruña y por lo tanto dentro del territorio al que extiende su competencia
el Juzgado de lo Mercantil de A Coruña ( artículo 45 TRLC en relación con el artículo 86 bis de la LOPJ).

Segundo.- La solicitante reúne los requisitos de capacidad procesal, postulación y legitimación que exigen los
artículos 3, 6 2 y 510 TRLC.

Tercero.-La solicitud cumple las condiciones y está acompañada de los documentos que se expresan en el
artículo 7 y 8 TRLC.

La sociedad SUEÑO DE HADAS MODA INFANTIL S.L.U. se ha dedicado desde su constitución la venta al por
mayor y menor de todo tipo de prendas de vestir, complementos y artículos textiles.

En la Memoria de la historia jurídica y económica del deudor, así como en la propia solicitud de concurso,
se alude al origen de la actual insolvencia de SUEÑO DE HADAS MODA INFANTIL S.L.U., que se halla en una
causa externa y ajena a la sociedad: la crisis sanitaria del COVID-19 provocó la paralización total de actividad
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de la empresa, sin que a fecha actual se haya podido recuperar un nivel de ventas que permita a la deudora
hacer frente a sus obligaciones exigibles.

No es dudoso que la deudora se encuentra en situación de insolvencia que le impide satisfacer regularmente
sus obligaciones exigibles, al punto que reconoce en la solicitud de concurso voluntario que carece de
suficientes activos sociales, por lo que es evidente que no puede hacer frente al pago de los pasivos existentes;
la sociedad no es titular de bienes inmuebles y la tesorería actual es escasa. Su situación patrimonial es, por
lo tanto, la de una imposibilidad de atender los créditos que se relacionan en la solicitud inicial.

Por ello, sin perjuicio de lo que más adelante se dirá, es obligado concluir, con el limitado alcance de
conocimiento que es posible en esta fase procesal, que la solicitante se encuentra en estado de insolvencia -
en su modalidad de insolvencia actual-, por lo que de conformidad con lo prevenido en el artículo 10 TRLC, en
relación con el artículo 29, procede declarar a la solicitante en situación de concurso voluntario.

Cuarto.- Como hacía el artículo 176 bis LC , se prevé que la conclusión por insuficiencia de masa
pueda acordarse en el mismo auto de declaración de concurso -modalidad de archivo conocida como "
archivo exprés"- o bien durante la tramitación del concurso cuando se revele que la masa activa no será
presumiblemente suficiente para la satisfacción de los créditos contra la masa.

La regulación se encuentra correctamente sistematizada en el Texto Refundido, en el que se dedican dos
Subsecciones independientes al régimen de conclusión por insuficiencia de masa activa simultánea a la
declaración del concurso -artículos 470 a 472- y por insuficiencia de masa activa posterior al auto de
declaración de concurso -artículos 473 a 476-.

El artículo 470 TRLC establece que "[e]l juez podrá acordar en el mismo auto de declaración de concurso la
conclusión del procedimiento cuando aprecie de manera evidente que la masa activa presumiblemente será
insuficiente para la satisfacción de los posibles gastos del procedimiento, y además, que no es previsible el
ejercicio de acciones de reintegración o de responsabilidad de terceros ni la calificación del concurso como
culpable".

El precepto reproducido contiene alguna matización en la que es interesante detenerse si se examina
comparativamente con el artículo 176 bis, apartado 4, LC -dedicado al archivo por insuficiencia de masa activa
simultáneo a la declaración del concurso-.

En el artículo 470 TRLC se sustituye el término " patrimonio" que se contenía en el artículo 176 bis, apartado
1, LC por la expresión " masa activa", en coherencia con el artículo 192 TRLC: en este precepto se recoge el
principio de universalidad de la masa activa, que estará constituida " por la totalidad de los bienes y derechos
integrados en el patrimonio del concursado a la fecha de la declaración de concurso y por los que se reintegren
al mismo o adquiera hasta la conclusión del procedimiento"; al igual que establecía el derogado artículo 76,
apartado 2, LC se excluye de la integración en la masa activa a aquellos bienes y derechos que, aun teniendo
carácter patrimonial, fuesen legalmente inembargables.

La principal ventaja asociada al archivo exprés es, como se ha avanzado, el notable ahorro de costes que
conlleva. Así, en frecuente que la tramitación del concurso se revele inoperante e inviable, ya que lo único
que logra es generar unos costes -en la forma de créditos contra la masa- que no podrán ser atendidos
por la inexistencia de activos libres para hacer frente a su pago. Esta indeseable situación -nacimiento
de unos costes propios del concurso que no serán satisfechos con los bienes y derechos que integran la
masa activa- se aprecia con nitidez en concursos en los que los únicos activos pertenecientes al deudor se
encuentran altamente hipotecados: esta circunstancia hará poco probable la existencia de sobrante, por lo
que se encontrará plenamente justificada la conclusión del concurso al tenor del artículo 470 TRLC.

El artículo 470 TRLC hace referencia a un juicio de previsibilidad acerca de la presumible insuficiencia de la masa
activa para la satisfacción de los posibles gastos del procedimiento. El artículo 176 bis, apartado 4, LC exigía
idéntico juicio de ponderación aunque aludía a " los previsibles créditos contra la masa del procedimiento". En
la interpretación de este precepto, se consideró necesario tomar en consideración no sólo los honorarios de la
administración concursal, gastos de publicaciones registrales, honorarios de profesionales intervinientes que
pudieran reconocerse como créditos contra la masa, sino que también debía evaluarse la existencia de otros
créditos contra la masa preferentes a los gastos del procedimiento en el lado pasivo al tiempo de realizar aquel
juicio comparativo -cfr. AAP de Murcia de 12 de noviembre de 2015, [JUR 2016/29418]-.

El artículo 470 TRLC supedita la procedencia del archivo exprés a que no sea previsible el ejercicio de acciones
de reintegración, de responsabilidad de terceros ni la calificación del concurso como culpable.

Bajo el régimen de la Ley Concursal, no se aludía en el artículo 176 bis, apartado 4, a la calificación culpable del
concurso, sino que sólo se mencionaba la ausencia de previsión sobre el ejercicio de acciones de reintegración,
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de impugnación y de responsabilidad de terceros. En efecto, se decía que en el supuesto de declaración/
conclusión bastaba con la realización por parte del juez del concurso de un más que dudoso y discutible juicio
de previsibilidad futura que arrojase un resultado negativo en relación al ejercicio de aquellas acciones, ya que
se omitía la referencia legal a la sección de calificación del concurso. Por ello, se sostuvo que la culpabilidad
concursal no debía valorarse en el archivo exprés, sino únicamente en caso de archivo por insuficiencia tras
la declaración de concurso -cfr. AAP de Madrid de 14 de marzo de 2016, [JUR 2016/69513]-. En cualquier
caso, conviene apuntar que la exigencia legal del artículo 470 TRLC - referente a la calificación del concurso-,
como presupuesto para que pueda acordarse la conclusión por insuficiencia de la masa activa simultánea a
la declaración del concurso, obligará al juez a efectuar en este momento embrionario un " juicio prospectivo"
sobre la base de una documentación que, a estos efectos, será con toda probabilidad limitada e insuficiente.
MUÑOZ PAREDES ( Protocolo concursal, op. cit., pág. 1154) empleaba la expresión " juicio adivinatorio" para
referirse a este esfuerzo intelectivo de proyección futura que debía realizar el juez del concurso y consideraba
acertado que se hubiese excluido de su ámbito a la eventual calificación culpable del concurso, aunque incidía
en el sinsentido que suponía exigir ese potencial conocimiento futuro para acciones de reintegración o de
responsabilidad de terceros. En el Texto Refundido, como vemos, el legislador da un paso más y presume en
la persona del juez del concurso una aptitudes proféticas sobre la suerte de acciones futuras que, además, se
basa en un conocimiento muy limitado de la realidad.

Quinto.- Pueden apreciarse varias ventajas en el dictado del auto que acuerda la declaración/conclusión del
concurso por insuficiencia de masa activa. La principal ventaja está conectada con el ahorro de costes que
supone el archivo del concurso, sobre todo si partimos de una masa activa claramente insuficiente para atender
el pago de la totalidad de los créditos contra la masa que se generen durante la tramitación del concurso.

Tampoco será posible objetar que se presenta como un inconveniente derivado del cierre prematuro del
concurso el bloqueo de las ejecuciones singulares que podrían iniciar o continuar los titulares de créditos
garantizados con bienes pertenecientes al deudor. En efecto, la sociedad extinta mantiene su capacidad para
ser parte demandada como fruto del reconocimiento de una personalidad jurídica residual o controlada, hasta
que se extingan todas las relaciones jurídicas que mantenía al tiempo del dictado del auto de conclusión por
insuficiencia de masa.

En efecto, el artículo 485 TRLC establece que la conclusión del concurso por insuficiencia de masa conlleva
la extinción del deudor persona jurídica, a cuyo efecto habrán de librarse los oportunos mandamientos para la
cancelación de su inscripción en los registros públicos que corresponda. Ahora bien, si concluido el concurso
por insuficiencia de masa activa restan bienes o derechos sin liquidar en el patrimonio de la sociedad extinta,
será posible que el acreedor inicie un procedimiento de ejecución singular contra la persona jurídica que se ha
extinguido como consecuencia de la conclusión del concurso: a estos efectos, relacionados con la liquidación
de la sociedad, conserva su personalidad jurídica y la capacidad para ser parte demandada -cfr. STS de 24
de mayo de 2017-.

En una aplicación estricta de la norma habría de mantenerse que la conclusión del concurso acordada en los
casos de insuficiencia de masa implicaría la extinción de la personalidad del concursado persona jurídica y, por
efecto de esta extinción, tendría lugar una pérdida de la capacidad para ser parte en todo tipo de procesos -cfr.
artículo 6 LEC-. Como se verá de inmediato, la doctrina jurisprudencial de la Sala Primera y las resoluciones de
la DGRN han suministrado la respuesta a este tipo de supuestos mediante la atribución de una " personalidad
jurídica residual" a la sociedad extinta, que no desaparecerá del tráfico hasta que se hayan liquidado todas sus
relaciones jurídicas.

Al respecto, la SAP de Barcelona de 20 de octubre de 2010 reconocía que la extinción formal de la sociedad
implica su pervivencia "como centro residual de imputación hasta tanto no se agoten totalmente las relaciones
jurídicas de las que era titular". En la misma línea, el AAP de Barcelona de 9 de febrero de 2012 matizaba
que a pesar de la cancelación de la sociedad en el Registro Mercantil como consecuencia de la conclusión
del concurso, ésta conserva su personalidad jurídica hasta la completa liquidación de sus bienes y hasta la
extinción de todas las relaciones jurídicas pendientes.

En idéntico sentido se ha pronunciado la Dirección General de los Registros y del Notariado, al señalar que la
cancelación de los asientos registrales de una sociedad es una mera fórmula de mecánica registral que tiene
por objetivo consignar una determinada vicisitud de la sociedad, pero que no implica la efectiva extinción de
su personalidad jurídica -cfr. Resolución de 27 de diciembre de 1999; también de 29 de abril de 2011 y de 17 de
diciembre de 2012, entre otras-. La reciente RDGRN de 10 de marzo de 2017, [JUR 2017/68396], se pronuncia
en estos términos:
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"...como también ha señalado la doctrina y la jurisprudencia, esto no significa que se produzca una extinción,
vía condonación, de las deudas de la sociedad, ni que los bienes que permanezcan a nombre de la sociedad
pasen a ser "res nullius".

Esta postura ha sido así mismo seguida por este Centro Directivo (vid. Resoluciones de 13 y 20 de mayo de 1992,
15 de febrero de 1999, 14 de febrero de 2001, 29 de abril de 2011, 17 de diciembre de 2012 y la más reciente de
14 de diciembre de 2016, manteniendo que incluso después de la cancelación persiste todavía la personalidad
jurídica de la sociedad extinguida como centro residual de imputación en tanto no se agoten totalmente las
relaciones jurídicas de que la sociedad es titular, de forma que la cancelación de sus asientos no perjudica al
acreedor, toda vez que se mantiene la aptitud de la sociedad para ser titular de derechos y obligaciones, mientras
no se hayan agotado todas las relaciones jurídicas de la misma. La cancelación de los asientos registrales de una
sociedad no es sino una fórmula de mecánica registral para consignar una vicisitud de la sociedad, que en el caso
de liquidación es que se considere terminada la liquidación. Por ello, no impedirá la ulterior responsabilidad de
la sociedad si después de formalizarse e inscribirse la escritura pública de extinción de la sociedad aparecieren
bienes sociales no tenidos en cuenta en la liquidación (cfr.  artículo 398 de la Ley de Sociedades de Capital )".

A continuación, conviene detenerse en el análisis de las alternativas con las que cuenta el acreedor insatisfecho
cuando se ha acordado la conclusión del concurso de la persona jurídica deudora. El abanico de opciones
legales al alcance del acreedor puede ser sistematizado del siguiente modo:

* Reconocimiento de la aludida personalidad jurídica residual de la sociedad deudora. Esta solución permite
atribuir a la persona jurídica ya extinta y cancelada la capacidad para ser parte demandada e incluso
demandante - artículo 6 LEC-, sin que para ello se precise la declaración de nulidad de la cancelación de los
asientos registrales.

* Ejercicio de acciones encaminadas a obtener un pronunciamiento judicial que permita extender la
responsabilidad a otros patrimonios contractualmente obligados como los de fiadores, avalistas o compañías
aseguradoras: se enumeran a título meramente enunciativo las acciones de responsabilidad frente a los
administradores sociales o los obligados legalmente a responder en ciertos casos, como ocurre con el Fogasa
respecto de algunas deudas laborales -cfr. en el AAP de Álava nº 1/2016, de 13 de enero-.

Parece oportuno detenerse un poco más en el estudio de la primera de las dos alternativas que se han
apuntado. Al respecto, se arguye que la propia Ley Concursal confirma el mantenimiento de una personalidad
jurídica postconcursal cuando se prevé que, si tras la finalización del concurso concluido por liquidación o
insuficiencia de masa apareciesen nuevos bienes o derechos pertenecientes a la concursada, procederá la
reapertura del concurso en los términos del artículo 505 TRLC. Asimismo, el apartado 2 del mismo precepto
faculta a los acreedores para solicitar la reapertura del concurso que se hubiese concluido por insuficiencia de
masa activa con la finalidad de que se ejerciten acciones de reintegración o mediante la aportación de hechos
relevantes para la calificación del concurso como culpable -cfr. SAP de Valencia de 23 de enero de 2017, [Roj:
SAP V 477/2017]-.

El principal escollo para la atribución de esta personalidad jurídica concursal procede del efecto extintivo que
ordena el artículo 485 TRLC para los supuestos de conclusión del concurso por finalización de las operaciones
de liquidación o por insuficiencia de masa activa. Con apoyo en la STS de 25 de julio de 2012 se sostenía que
para que pudiera tener lugar la reapertura de la liquidación se hacía imprescindible instar la declaración de
nulidad de la cancelación de los asientos registrales de la sociedad extinta, pues la nulidad era indispensable
para la recuperación de la personalidad jurídica y, por ende, de la capacidad para ser parte en un proceso.

Precisa SOLA PASCUAL en su comentario a la STS de 25 de julio de 2012 como de esta resolución se desprende
que la cancelación registral no tiene carácter sanatorio de los posibles defectos de la liquidación, pues la
definitiva desaparición de la sociedad sólo se producirá cuando la cancelación responda a la situación real.
La autora incide en el siguiente matiz relevante " o sea, cuando la sociedad haya sido liquidada en forma y
no haya dejado acreedores insatisfechos, socios sin pagar ni patrimonio sin repartir. En otro caso, los socios
y los acreedores podrán lógicamente, conforme a las normas generales, pedir la nulidad de la cancelación y la
reapertura de la liquidación, para interesar al tiempo la satisfacción de su crédito, demandando en todo caso a
aquellos que hubieren propiciado una indebida cancelación de la inscripción de la sociedad. Lo que no resulta
conforme a lo ya razonado es que se demande, sin más, a una sociedad que carece de personalidad jurídica sin
pretender al mismo tiempo que la recobre".

Por tanto, en la Sentencia de 25 de julio de 2012, la Sala Primera partía de la siguiente premisa: la sociedad
que no aparece en el Registro Mercantil carece de capacidad para ser parte en un proceso, de conformidad
con lo establecido en el artículo 6 LEC. Sin embargo, a renglón seguido, reconocía que la cancelación no tiene
carácter sanatorio de los posibles defectos de la liquidación.
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Tras una jurisprudencia ciertamente vacilante en esta materia -fruto de la confrontación de la STS de 20 de
marzo de 2013 y la citada Sentencia de 25 de julio de 2012-, en la reciente STS de 24 de mayo de 2017,
[RJ 2017/2217], la Sala Primera reconoce que existen pronunciamientos contradictorios sobre la capacidad
para ser parte de la sociedad de capital disuelta y liquidada, después de la cancelación de todos sus
asientos registrales. Esta resolución se alinea en la misma posición que las Sentencias nº 979/2011, de 27
de diciembre, y nº 220/2013, de 20 de marzo, que reconocían " capacidad para ser parte a estas sociedades,
por entender que pervive su personalidad jurídica, aunque sólo sea para atender a las relaciones jurídicas
pendientes: La personalidad jurídica de las sociedades mercantiles no concluye con la formalización de las
operaciones liquidatorias, sino cuando se agotan todas sus relaciones jurídicas, debiendo, mientras, responder
de las obligaciones antiguas no extinguidas y de las obligaciones sobrevenidas"

Asimismo, la STS de 24 de mayo de 2017, [RJ 2017/2217], admite que, en principio, la cancelación de las
inscripciones referentes a la entidad debe reputarse como el modo de poner fin a la personalidad que la Ley
le confiere. A continuación, la Sala introduce la matización a su afirmación inicial, pues la persona jurídica
" conserva esta personalidad respecto de reclamaciones pendientes basadas en pasivos sobrevenidos, que
deberían haber formado parte de las operaciones de liquidación. A estos efectos, relacionados con la liquidación
de la sociedad, ésta sigue teniendo personalidad, y por ello capacidad para ser parte demandada. En otros
términos, empleados por la Dirección General de los Registros y del Notariado, "después de la cancelación
persiste todavía la personalidad jurídica de la sociedad extinguida como centro residual de imputación en tanto
no se agoten totalmente las relaciones jurídicas de que la sociedad es titular" (Resolución de 14 de diciembre
de 2016)".

Por tanto, en palabras del Alto Tribunal, "  no debe privarse a los acreedores de la posibilidad de dirigirse
directamente contra la sociedad, bajo la representación de su liquidador,  para reclamar judicialmente el crédito,
sobre todo cuando, en atención a la naturaleza del crédito, se precisa su previa declaración. Dicho de otro modo,
a estos meros efectos de completar las operaciones de liquidación, está latente la personalidad de la sociedad,
quien tendrá capacidad para ser parte como demandada, y podrá estar representada por la liquidadora, en cuanto
que la reclamación guarda relación con labores de liquidación que se advierte están pendientes".

Sexto.- Puede constituir una objeción a la procedencia del dictado del auto de declaración/conclusión del
concurso la duda que surge en relación a la determinación de la persona que habrá de asumir la representación
de la sociedad.

A esta cuestión se refiere la RDGRN de 10 de marzo de 2017:

"En esta situación, con la sociedad disuelta, sin que se haya efectuado por el juez del concurso el nombramiento
de administrador concursal y habiendo cesado las limitaciones a las facultades del deudor, la situación es
equiparable a aquellas en que la junta social no ha designado liquidador alguno, lo que por otra parte en este
caso no podría efectuarse ya que la sociedad se ha extinguido en sede concursal.

La consecuencia ha de ser, por tanto, la conversión automática de los anteriores administradores en
liquidadores de forma que el último administrador con cargo inscrito sea quien, actuando como liquidador,
mantenga su poder de representación, si bien limitado, como sucede con la personalidad de la sociedad, a las
operaciones de liquidación.

Para ello deberá proceder conforme a la regulación establecida en la Ley de Sociedades de Capital, ya que
concluido el concurso cesa la aplicación de los preceptos de la Ley Concursal, a la enajenación de los bienes
sociales para el pago de deudas de los acreedores hasta donde sea posible, teniendo en cuenta que, acreditada
en sede concursal la insuficiencia del activo, el procedimiento de liquidación concluirá sin lograr alcanzar
plenamente la finalidad solutoria, no planteándose cuestión alguna en cuanto al cierre registral, pues el juez del
concurso ya lo acordó en su auto.

Todo ello con sujeción al régimen de responsabilidad del 397 de la Ley de Sociedades de Capital y sin perjuicio
de la posibilidad de que tanto los socios como los acreedores puedan conforme a las normas generales ejercitar
cuantas acciones les asistan en defensa de sus intereses.

Para la inscripción en el Registro de la Propiedad de las operaciones liquidatorias que afecten a los inmuebles
que, como en este supuesto, permanezcan en el haber social será necesario además que se acredite que no se
ha solicitado la reapertura del concurso conforme a lo dispuesto en el artículo 179 de la Ley Concursal ".

Por tanto, la conclusión del concurso por insuficiencia de masa que pudiera acordarse en el mismo auto de
declaración o durante la tramitación del procedimiento no deja en situación de absoluta desprotección a los
acreedores, sino que éstos disponen de los cauces de protección establecidos en la legislación ordinaria. El
AAP de Madrid nº 44/2016, de 14 de marzo, niega el carácter constitutivo a la inscripción de la cancelación de
los asientos registrales de la sociedad en el Registro Mercantil y atribuye su representación tras el dictado del
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auto de declaración-conclusión al liquidador social, que continuará como tal y deberá representar a la sociedad
mientras surjan obligaciones pendientes o sobrevenidas.

También se pronuncian en términos similares la SAP de Asturias nº 248/2017, de 27 de junio y el AJM nº 1
de Oviedo de 20 de septiembre de 2018. En esta última resolución se incide además en otra circunstancia
relevante, como es el orden de pagos que deberá observar el liquidador, que ya no será el establecido en el
art. 176 bis, apartado 2, LC -actual art. 250 TRLC-, pues el concurso se ha concluido por insuficiencia de masa,
pero tampoco será el de una liquidación societaria ordinaria:

"Aclarado el tema de la subsistencia a estos efectos de la personalidad jurídica de la sociedad extinta, resta
dilucidar la actitud que debe adoptar el liquidador ante el cierre de la vía concursal.

Para ello hemos de partir de que continúa en su cargo, toda vez que el concurso se ha declarado y concluido
sin pasar por el trámite intermedio de la apertura de la liquidación, que llevaría consigo su cese, por lo que debe
proseguir la liquidación societaria, pagando a los acreedores hasta donde alcance. En cuanto al orden de pagos,
será el previsto en los   arts. 1921 y ss CC   , ya que hay un escenario de insuficiencia, y si, como es previsible,
no pudiere pagar a todos ellos, el obstáculo del cierre registral ya no sería tal, pues recordemos que ya se
acuerda en este auto . De esta forma, con la secuencia "declaración-conclusión y liquidación societaria" se
conseguiría agotar formal y materialmente el proceso de liquidación de la sociedad. Formalmente, porque el
cierre registral que el Registro Mercantil denegaría por no poder acreditar el pago o consignación de todos
los acreedores, ya se ha obtenido previamente del juez del concurso; y materialmente porque el liquidador ha
procedido a realizar aquellos bienes para los que el concurso no dio solución. Recordemos, a mayores, que
si, agotada materialmente la liquidación, restare un solo acreedor, la DGRN, en dos resoluciones de 1 y 22 de
agosto de 2016, ha admitido la viabilidad de la inscripción del fin de la liquidación societaria, aunque la misma
no sería precisa, al menos en lo que el pronunciamiento extintivo se refiere, por haberlo ya obtenido del juez del
concurso. No obstante, como mera cautela para el liquidador, que realiza las manifestaciones sobre el pasivo
insatisfecho bajo su responsabilidad, se estima prudente que otorgue escritura pública en la que recoja el
resultado de las operaciones liquidatorias y los acreedores que han resultado impagados, poniendo la misma
en su conocimiento como expresión de la obligación de información periódica que le impone la LSC. Incluso,
la RDGRN de 30 de Agosto de 2017 llega a admitir la doble cancelación de la sociedad; primero, por mandato
del juez del concurso y, con posterioridad, por agotamiento del proceso liquidatorio subsiguiente".

En la misma línea, se afirma que si restan activos por liquidar al tiempo del dictado del auto de conclusión
de concurso por insuficiencia de masa, los actos de liquidación se realicen por el administrador/liquidador
social, en virtud del reconocimiento de una suerte de " legitimación de residuo", con amparo en la interpretación
analógica del artículo 400 TRLSC, cuyo apartado 1 establece que "para el cumplimiento de requisitos de forma
relativos a actos jurídicos anteriores a la cancelación de los asientos de la sociedad, o cuando fuere necesario, los
antiguos liquidadores podrán formalizar actos jurídicos en nombre de la sociedad extinguida con posterioridad
a la cancelación registral de ésta".

Para MUÑOZ PAREDES, una vez que se hayan agotado todas las relaciones jurídicas activas y pasivas, el
liquidador habrá consumado el proceso de liquidación societaria, pero no deberá otorgar la escritura pública de
extinción al haberla acordado previamente el juez del concurso. Se está haciendo referencia a lo establecido
en el artículo 395 TRLSC, a cuyo tenor:

"1. Los liquidadores otorgarán escritura pública de extinción de la sociedad que contendrá las siguientes
manifestaciones:

a) Que ha transcurrido el plazo para la impugnación del acuerdo de aprobación del balance final sin que se hayan
formulado impugnaciones o que ha alcanzado firmeza la sentencia que las hubiera resuelto.

b) Que se ha procedido al pago de los acreedores o a la consignación de sus créditos.

c) Que se ha satisfecho a los socios la cuota de liquidación o consignado su importe.

2. A la escritura pública se incorporarán el balance final de liquidación y la relación de los socios, en la que conste
su identidad y el valor de la cuota de liquidación que les hubiere correspondido a cada uno".

En una liquidación societaria ordinaria, la cancelación de los asientos registrales es consecuencia de la
inscripción de la escritura pública de extinción de la sociedad en el Registro Mercantil -artículo 396 TRLSC-.
Pero si continuaron las operaciones liquidatorias a fin de agotar todas las relaciones jurídicas de la sociedad
tras la conclusión de concurso por insuficiencia de masa la cancelación de la inscripción en los registros
públicos habrá tenido lugar en virtud de mandamiento que contenga testimonio del auto de conclusión de
concurso dictado al amparo del artículo 470 TRLC.
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Séptimo.- Pueden refutarse otros inconvenientes hipotéticos que podrían aducirse a la decisión de concluir el
concurso al amparo del artículo 470 TRLC.

* No se cercena la posibilidad de posterior reapertura por la aparición de activos sobrevenidos.

El artículo 505TR LC establece:

"1. La reapertura del concurso del deudor persona jurídica por liquidación o por insuficiencia de la masa activa
solo podrá tener lugar cuando, después de la conclusión, aparezcan nuevos bienes.

2. En el año siguiente a la fecha de la conclusión del concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa
activa, cualquiera de los acreedores insatisfechos podrá solicitar la reapertura del concurso. En la solicitud de
reapertura deberán expresarse las concretas acciones de reintegración que deban ejercitarse o, en su caso,
exponerse aquellos hechos relevantes que pudieran conducir a la calificación de concurso como culpable, salvo
que, en el concurso concluido, ya se hubiera calificado el concurso como culpable.

3. En la resolución judicial por la que se acuerde la reapertura del concurso, el juez ordenará la liquidación de los
bienes y derechos aparecidos con posterioridad a la conclusión".

Con todo, la reapertura del concurso del deudor persona jurídica no tendrá incidencia alguna respecto de la
extinción de la sociedad, sino que se mantienen incólumes las consecuencias de la conclusión por inexistencia
de bienes. De este modo, la doctrina precisa que la reapertura se constriñe a la liquidación de los bienes o
derechos aparecidos de forma sobrevenida y opera como una "técnica garantizadora de los intereses de los
acreedores similar en sus fines al régimen del activo y pasivo sobrevenidos ( art. 398 LSC)".

* Desaparición de los límites al ejercicio de las acciones de responsabilidad frente a los administradores
sociales

Si se acordase la conclusión de concurso por insuficiencia de masa dejarían de operar las restricciones o
cortapisas que se establecen en la Ley Concursal para alguna de estas acciones de responsabilidad por lo que,
a partir de la firmeza del auto de conclusión, desaparecerán los singulares efectos que produce la tramitación
del concurso sobre aquellas acciones. Vid. Arts. 136.1.2º, art. 138 y art.139.1 TRLC.

Octavo.- Cabe preguntarse si el concurso de acreedores es el único procedimiento adecuado para reintegrar
bienes del deudor o para exigir la responsabilidad de los administradores y liquidadores, ya que suelen
emplearse como argumentos para rebatir la procedencia del archivo por insuficiencia de masa (en concreto,
en la modalidad de "archivo exprés"): i) la imposibilidad de ejercitar la acción rescisoria concursal; y, ii) el cierre
de la sección de calificación, que opera como una de las vías legales para la exigencia de responsabilidad a
quienes contribuyeron a generar o agravar la insolvencia de la compañía -cfr. AAP de Barcelona nº 141/2008,
de 3 de abril, [ AC 2008/1024]-. En este último punto se ven obstáculos a la conclusión del concurso conectados
con las consecuencias que puede llevar consigo la calificación culpable del concurso y que, en concreto, se
vinculan a la posible condena a la cobertura del déficit concursal prevista para supuestos de formación o
reapertura de la sección sexta por apertura de la fase de liquidación.

Para superar estos inconvenientes se puede sugerir la posibilidad de acudir a los siguientes remedios
extraconcursales.

* Acciones revocatorias civiles - artículos 1111 y 1291 y ss CC -.

La acción revocatoria o pauliana prevista en los artículos 1111 y 1291 CC constituye un remedio de carácter
subsidiario que se establece a favor de los acreedores para proteger y lograr la efectividad de sus créditos en
bienes del deudor demandado. Exige como presupuestos para su ejercicio que se cumplan las previsiones del
artículo 1111 CC, lo que implica que los acreedores no dispongan de otro cauce legal para obtener el cobro
de la deuda.

Dentro de este planteamiento general, la prosperabilidad de la acción queda condicionada a la realidad de la
existencia del crédito y a la posterior celebración por el deudor de actos de disposición patrimonial que atenten
directa y frontalmente contra este crédito, " en un actuar defraudatorio concebido y ejecutado con el indudable
propósito de causar perjuicios y daños constatados al acreedor, debiendo también darse la concurrencia de que
los bienes no hayan pasado a terceros de buena fe" - SSTS de 24 de mayo de 2006-.

Según jurisprudencia reiterada, son presupuestos para el ejercicio de la acción revocatoria o pauliana de
acuerdo con su configuración legal:

* La existencia de un crédito a favor del actor anterior a los actos de disposición rescindibles

* La celebración por el deudor de un acto o contrato posterior que beneficie a tercero, proporcionándole una
ventaja patrimonial, que a su vez impida al acreedor el cobro de su crédito
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* La fraudulencia del acto y que el tercero haya sido cómplice en el fraude

* Inexistencia de otros mecanismos legales para el cobro del crédito por parte del acreedor

Podría objetarse a este remedio legal que, frente a lo que sucede con la acción rescisoria concursal regulada
en los artículos 226 y siguientes TRLC, el fraude ( consilium fraudis) es un presupuesto indispensable para que
la enajenación efectuada por el deudor pueda ser rescindida, aunque haya sido suavizado hasta el punto de
considerar que basta con acreditar el resultado producido y que éste fue conocido o debido conocer por el
deudor ( scientia fraudis). La STS nº 638/2012, de 26 de octubre, define este requisito de la acción pauliana:

" El "consilium fraudis" se entiende de manera amplia como "conciencia en el deudor del empobrecimiento real o
fingido que causa al acreedor" (SS. 31 de diciembre de 2.002 ; 12 de marzo y 21 de junio de 2.004; 25 de noviembre
de 2.005; 19 de noviembre 2.007 (RJ 2007, 8456)). Basta que el deudor -enajenante- haya conocido o debido
conocer la eventualidad del perjuicio (SS. 31 de diciembre de 2.002, 30 de octubre de 2.006 (RJ 2006, 8906), 19
de noviembre de 2.007, entre otras). Pero se requiere también la complicidad o el conocimiento de la persona
con quien se contrata (S. 20 de octubre de 2.005). Para este conocimiento resulta suficiente la conciencia de
causar daño o perjuicio -"scientia fraudis"- (SS. 15 de marzo de 2.002 ; 17 de julio de 2.006 ; 30 de abril y 19 de
noviembre de 2.007 ; 19 de mayo y 20 de junio de 2.008 ; y 28 de mayo de 2.009 (RJ 2009, 3049) ) ( STS, Civil
sección 1 del 25 de Junio del 2010 (RJ 2010, 5413) , recurso: 2160/2005 )".

En relación a la exigencia del consilium fraudis para el ejercicio de la acción rescisoria por fraude de acreedores,
se ha mitigado el rigor en su interpretación, hasta el punto de que " basta que el deudor, enajenante, haya
conocido o debido conocer la eventualidad del perjuicio. Se requiere la complicidad o el conocimiento de la
persona con quien se contrata, pero para este conocimiento resulta suficiente la conciencia de causar daño o
perjuicio, scientia fraudis" (SANCHO GARGALLO, I., La rescisión concursal, Tirant lo Blanch, pág. 53, con cita de
la STS nº 406/2010, de 25 de junio).

En efecto, la acción pauliana ha sufrido una cierta objetivación en la doctrina jurisprudencial de la Sala Primera,
como expone la STS nº 575/2015, de 3 de noviembre, por lo que la estimación de la acción se simplifica
enormemente:

"...el régimen de la acción rescisoria por fraude de acreedores se ha objetivado progresivamente, desplazándose
el centro de gravedad desde el elemento intencional de defraudar al elemento objetivo del perjuicio para el
acreedor. En ocasiones, el fraude se presume ( art. 1297 del Código Civil ) y en otros casos basta con el elemento
del perjuicio, como es el caso de las acciones rescisorias concursales ( art. 71.1 LC ). En estos casos, el fraude
de acreedores no es el propósito común de los contratantes que, como tal, se eleva a la categoría de causa del
contrato y que por su ilicitud determina su nulidad. Por el contrario, el contrato es válido, pero al tener como
consecuencia el fraude de los acreedores, o de alguno de ellos, puede ser rescindido si dentro del plazo previsto
en la ley se ejercita la acción pauliana por quien está legitimado para ello. [...]

Por tanto, para que tenga éxito la acción rescisoria ya no se exige necesariamente la prueba de una actividad
intencionada y directamente dolosa, basta la simple conciencia de causar el daño al acreedor y así lo ha
declarado esta Sala, llegando a alcanzarse cotas de cuasi objetividad si el perjuicio se ocasiona por simple
culpa civil o impremeditación. Importa la diligencia para conocer más que al exacto grado de conocimiento.
El elemento central de la acción pasa a ser el daño, consistente en el perjuicio del acreedor derivado de la
minoración de la solvencia del deudor que le impide cobrar lo que éste le debe; en definitiva, la frustración del
derecho de crédito (sentencias de esta Sala núm. 749/2006, de 17 de julio, y núm. 510/2012, de 7 septiembre
(RJ 2013, 2265)".

Un sector de la doctrina se ha mostrado crítico con la moderna configuración de la acción pauliana, que
ha convertido la acción en un mecanismo para la tutela del crédito, en la que se desplaza el fraude para
dotar de mayor trascendencia al perjuicio de un crédito, hasta el punto de identificar la insolvencia con la
lesión patrimonial del derecho de crédito. Con ello, es palmario el acercamiento al régimen legal de la acción
rescisoria concursal que permite privar de eficacia a los actos perjudiciales para la masa activa realizados por
el deudor dentro de los dos años anteriores a la fecha de la declaración, aunque no hubiere existido intención
fraudulenta.

Noveno.- Por tanto, no se aprecian inconvenientes insoslayables al cierre del concurso por insuficiencia
de masa activa, ya en la modalidad de declaración/conclusión, ya en la modalidad de conclusión una vez
declarado y en trámite el proceso concursal- cfr. Art 470 a 476 TRLC-.

El AJM nº 1 de Bilbao de 4 de marzo de 2008, [AC 2008/920], da respuesta expresa a cada uno de los hipotéticos
impedimentos que puede hacer surgir el archivo del concurso por insuficiencia de masa y se cuestiona cuál es
la finalidad del concurso, si no es posible alcanzar una solución convenida al concurso debido a la ausencia
de bienes y no cabe tampoco la liquidación por falta de activo:
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* En cuanto a las acciones rescisorias, se incide en que la administración concursal debería interponerlas
anticipando los costes de su ejercicio, pues nada percibirá hasta su resultado definitivo y siempre que
produzcan incremento neto del valor de la masa activa -artículo 11 del arancel-.

* Respecto de la descapitalización de la sociedad, se afirma que puede combatirse mediante el ejercicio de
acciones ante la jurisdicción penal.

* Tampoco existe perjuicio de los acreedores, ya que las ventajas de la declaración de concurso son " pura
especulación" y, en todo caso, quedan a salvo las acciones frente a los administradores sociales.

Por ello, se concluye en esta resolución que " se designará una administración concursal que no podrá
percibir sus honorarios, se abrirán unas expectativas a los acreedores irremediablemente destinadas al fracaso,
se colocará al procedimiento en una tesitura inaceptable ante la imposibilidad de proceder cuando alguna
publicación no se verifique, se arriesgará la responsabilidad civil de los administradores concursales que sean
designados, y en definitiva, se estarán dilapidando recursos públicos, los que sostienen la administración de
justicia, para un fin irrelevante".

En las circunstancias concurrentes en el presente supuesto se encuentra justificado proceder de conformidad
con el artículo 470 TRLC y acordar la conclusión del concurso en la misma resolución que ha de declararlo.

Así, en este caso, se reconoce que no se ostenta la titularidad de bienes muebles ni inmuebles susceptibles
de inscripción en registros públicos; la cuenta de la sociedad carece de liquidez suficiente para afrontar los
gastos del concurso y los créditos contra la masa que se generen ordinariamente. En la Memoria se afirma que
la sociedad finalizó hace meses su actividad, carece de trabajadores y no está en funcionamiento. Se reconoce
que la sociedad no dispone actualmente, ni generará en el futuro, recursos económicos suficientes para la
asunción de una deuda como la contraída con los acreedores. Además, SUEÑO DE HADAS MODA INFANTIL
S.L.u. no ha obtenido liquidez que le permita continuar con la actividad. Por ello, ante la falta de viabilidad del
proyecto empresarial, se insta la apertura de la liquidación concursal.

No existen bienes con los que hacer frente a los previsibles créditos contra la masa que puedan generarse
durante la tramitación del procedimiento y, por otra parte, la -inexistente- perspectiva futura de negocio revela
la imposibilidad de obtención de nuevos recursos económicos con los que afrontar el pago de los créditos
frente a la sociedad.

Al tenor del art. 470 LC, se precisa que concurra la insuficiencia de masa activa -no su inexistencia- para el
pago de los gastos del procedimiento; además, en la modalidad de archivo exprés, que no sea previsible el
ejercicio de acciones de reintegración, de responsabilidad de terceros ni la calificación del concurso como
culpable. Tras el examen de la documentación obrante en autos se puede concluir favorablemente este juicio
de previsibilidad, en el sentido de que no se aprecian elementos que revelen la procedencia en el ejercicio de
estas acciones ni la calificación culpable del concurso. A salvo, claro está, la posibilidad de que se empleen
al margen del concurso los mecanismos legales que se ponen en manos de los acreedores sociales para
impugnar los actos que pudieran reputarse fraudulentos, así como el ejercicio de acciones penales o de
responsabilidad frente a los administradores.

Por último, la deudora ha indicado que no existen procesos judiciales en trámite.

En atención a lo expuesto,

DISPONGO:

1º) Declaro la competencia territorial de este juzgado para conocer de la solicitud de concurso voluntario
presentada por la procuradora Sra. Prego Vieito, en nombre y representación de SUEÑO DE HADAS MODA
INFANTIL S.L.U. domiciliada en calle Marcial del Adalid nº 17 bajo de A Coruña, CIF B-70481627, inscrita en el
Registro Mercantil de A Coruña, al tomo 3577, folio 35, hoja C-54233, inscripción 1ª.

2º) Declaro en situación legal de concurso voluntario a SUEÑO DE HADAS MODA INFANTIL S.L.U., CIF
B-70481627, inscrita en el Registro Mercantil de A Coruña, al tomo 3577, folio 35, hoja C-54233, inscripción 1ª.

Acuerdo simultáneamente la conclusión del concurso declarado por insuficiencia de masa activa, la extinción
de la personalidad jurídica de la deudora y el cierre de su hoja registral en el Registro Mercantil de A Coruña,
para lo que se librará mandamiento con testimonio de este auto una vez que sea firme.

3º) Publíquese un extracto de la declaración de concurso, con la mayor urgencia y de forma gratuita, en el
Boletín Oficial del Estado conteniendo los datos a que se refiere el actual artículo 35 TRLC. El traslado del
oficio con el edicto se hará, de ser ello posible, de forma telemática, o a través del procurador de la solicitante
si no fuere posible lo anterior.
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Comuníquese igualmente al Fondo de Garantía Salarial a los efectos prevenidos en el artículo 514 TRLC.
Comuníquese a la AEAT y a la TGSS.

Notifíquese la presente resolución a la Diputación Provincial de A Coruña y al Concello de A Coruña.

Publíquese esta resolución en la Sección Primera del Registro Público Concursal, regulado por el RD 892/2013,
de 15 de noviembre.

Así lo acuerda manda y firma  Nuria Fachal Noguer , Magistrada-Juez en el Juzgado de lo Mercantil Número
UNO de A CORUÑA.

Modo de Impugnación.-

Contra este auto cabe interponer recurso de apelación en el plazo de veinte días que se contarán a partir de
las notificaciones que dispone, con simultánea constitución del depósito legalmente exigido, en su caso.

Magistrada-Juez Letrado de la Administración de Justicia
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